



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
           


         SALA CIVIL-FAMILIA

  



Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo





Pereira, Junio quince de dos mil diecisiete
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Decide la Sala sobre el recurso de reposición interpuesto por la parte accionante contra el auto que “… declara la nulidad de lo actuado en la presente acción”, debido a que el Ministerio Público la alegó por no haber sido citado al proceso, sustentada en el hecho de que no es parte. Pide igualmente nulidad por competencia y remitir el expediente a los Juzgados de Manizales “… donde a prevención decidí presentar mi acción…”. La decisión se adopta en esta fecha, dada la especial circunstancia que quedó consignada en la constancia que antecede, sobre la cual se están adoptando los correctivos del caso.  
  



CONSIDERACIONES

1. De conformidad con lo reglado por el artículo 36 de la Ley 472 de 1998, en esta clase de acciones constitucionales es procedente el recurso de reposición que será interpuesto en los términos del Código de Procedimiento Civil (hoy Código General del Proceso). 
2. Sobre el primer punto de inconformidad, es pertinente decir que la intervención del Ministerio Público en las acciones populares, por disposición legal se hace obligatoria. Así lo señala el artículo 21 de la Ley 472 de 1998 en la que se dice que “Si la demanda no hubiere sido promovida por el Ministerio Público se le comunicará a este el auto admisorio de la demanda, con el fin de que intervenga como parte pública en defensa de los derechos e intereses colectivos, en aquellos procesos que lo considere conveniente.”
Aunado a lo anterior, como bien se explicó en el auto recurrido, la misma Corte Suprema de Justicia
 en acciones que buscan la protección de derechos fundamentales, “… cuando se impetran en relación con asuntos como el presente, ha referido sobre la imperiosa necesidad de citar a tal entidad a aquellas actuaciones, teniendo presente la obligada comunicación a la que se ha hecho mención.”, 

Por tanto, la intervención del Ministerio Público, por disposición legal y jurisprudencial, se hace imperiosa en estos casos, y si así no se actúa genera nulidad de lo actuado, que en este caso, puesta en conocimiento de dicho ente público, fue alegada oportunamente, lo que produjo su declaración. 
3. Ahora, respecto a la nulidad por competencia que invoca el actor popular tampoco tiene ningún asidero jurídico para su reclamo, pues este asunto quedó zanjado desde que el juez de primera instancia avocó el conocimiento de la demanda, luego de recibirla de su homólogo de Manizales, sin que en su momento se presentara ninguna inconformidad contra dichas providencias. 
4. Finalmente, respecto a que en la parte resolutiva del proveído recurrido quedó consignado “acción de tutela”, baste decir que se trata de una simple irregularidad que en nada afecta de nulidad la providencia dictada. Sin embargo, para no generar dudas, se corrige en el sentido de que se trata de una acción popular y no de una tutela como allí quedó señalado. 
5. No encuentra razón la Sala, entonces, para reponer la providencia, ni para decretar la nulidad alegada y, por tanto, una vez ejecutoriado el presente auto, sin admitir más dilaciones, se procederá a la devolución inmediata del expediente a su lugar de origen. 
  



DECISIÓN

 



En armonía con lo dicho, esta Sala de Decisión Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira,

  



RESUELVE:
1. No se REPONE el auto recurrido. 
2. No se accede a la nulidad impetrada. 
3. Se CORRIGE la parte resolutiva del auto dictado el 4 de mayo de 2016, en el sentido de que se “DECLARA la nulidad de lo actuado en la presente acción popular” y no en una acción de tutela como allí quedó equivocadamente consignado.

  



En firme esta decisión procédase según lo dispuesto en este proveído.

  



Notifíquese 

  



El Magistrado,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

	LA PROVIDENCIA ANTERIOR SE NOTIFICA POR ESTADO DEL DÍA

20 DE JUNIO DE 2017
JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA

SECRETARIO


� CSJ. SCC. Auto del 13 de mayo de 2015. Acción de tutela radicada al No. 66001-22-13-000-2015-00066-00. MP Margarita Cabello Blanco.





